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RV: CONTESTACIÓN DEMANDA

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 31/08/2022 3:51 PM

Para: Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: SAIRA CAROLINA OSPINA GUTIERREZ <SAIRA.OSPINA@CORREO.POLICIA.GOV.CO>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: SAIRA CAROLINA OSPINA GUTIERREZ <saira.ospina@correo.policia.gov.co>

Enviado: miércoles, 31 de agosto de 2022 3:45 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: amwabogados@gmail.com <amwabogados@gmail.com>

Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA
 

Honorable Juez 
BLANCA LILIANA POVEDA CABEZAS 
JUZGADO DIECISÉIS (16) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL DE
BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 
E.        S.        D. 
 
Proceso  110013335016202100013-00 
Demandante  RAFAEL ANTONIO REINA 
Demandado  NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 
Medio de control  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Asunto  CONTESTACIÓN DEMANDA 
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 
SECRETARIA GENERAL 

 
 
Honorable Juez 
BLANCA LILIANA POVEDA CABEZAS 
JUZGADO DIECISÉIS (16) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 
E. S. D. 
 

Proceso 110013335016202100013-00 

Demandante RAFAEL ANTONIO REINA 

Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 

 
 
SAIRA CAROLINA OSPINA GUTIERREZ, identificada con cédula de ciudadanía número 
38.211.036 de Ibagué - Tolima y portadora de la tarjeta profesional número 170.902 del 
Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderada de la NACIÓN - 
MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, me permito presentar dentro de los 
términos establecidos en la Ley, me permito presentar la CONTESTACIÓN DE LA 
DEMANDA, en los siguientes términos: 
 

I. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
 
Lo primero en advertir, corresponde a que la Entidad Pública que defiendo, se opone a 
la totalidad de las pretensiones formuladas por la parte demandante, bien sean estas 
declarativas, de interpretación, consecuenciales y/o de condenas a la demanda, 
basándome para ello en las razones de hecho y de derecho que se expresaran a lo largo 
del presente escrito de ésta contestación; al respecto esgrimo las siguientes razones: 
 
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. La Constitución Política establece en 
los siguientes artículos lo siguiente: 
 

(…) 
 
Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República Unitaria, descentralizada..., fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y en la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general". (Subrayado fuera del texto). 
 
Artículo 2. Son fines esenciales del Estado servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución...Las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 
vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares". 
(Subrayado fuera del texto). 
 
Artículo 218 determina el fin primordial de la Policía Nacional, cual es “…el 
mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y 
libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en 
paz…” 



 

 

 
(…) 

 
Esclarecido lo anterior, se procede a sustentar la oposición a cada una de las 
pretensiones signadas en el escrito de demanda así: 
 

PRIMERO: Señor Juez que DECLARE LA NULIDAD PARCIAL DE LA resolución 
5588, del 31 de octubre del 2000 PARA QUE SE ORDENE El reconozcan de los 
tiempos laborados tanto en el Ejército como en la Policía Nacional al señor Rafael 
Antonio reina y los mismos sean tenidos en cuanta dentro del tiempo laborado  
 
SEGUNDO: se ordene reconocer el tiempo completo a su asignación de sueldos 
de retiro de la POLICÍA NACIONAL, equivalente al tiempo real laborado que fue 
exactamente de 32 años.  
 
TERCERO: Con base en lo anterior en calidad de restablecimiento del derecho, 
ordénese liquidar y actualizar el reconocimiento de dicha liquidación de pensión 
qué le corresponde a la entidad CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL CASUR debido a que ellos son la autoridad qué tienen esa 
competencia.  
 
CUARTO: Ordenar a la policía Nacional, el ascenso al cual tenia derecho y del 
cual nunca se le tuvo en cuenta al momento de restablecerlo al 100% en su cargo 
CABO SEGUNDO Y SU VALOR SE LE TENGA EN CUENTA EN LA 
LIQUIDACION  
 
QUINTO que se RELIQUIDE, la asignación mensual del señor RAFAEL ANTONIO 
REINA, CON LOS TIEMPOS, que no han tenido en cuenta para la asignación de 
retiro, como son tiempo del ejercito laborado y certificado y el tiempo que computa 
para la asignación que estuvo suspendido del cargo.  
 
SEXTO: Ordenar la cancelación de los dineros dejados de percibir durante el 
tiempo en los cuales solo percibió el 50% de su salario, lo cual no fue corregido 
una vez se absuelva a mi representado.  
 
SEPTIMO: La liquidación de las anteriores condenas deberá efectuarse mediante 
sumas líquidas de moneda de legal colombiana, y se ajustarán dichas condenas 
tomando como base el índice de precios al consumidor. 

 
Es importante traer la normativa respecto a la procedencia de computar otros lapsos 
como tiempo de servicios, según Decreto 4433/2004 Por medio del cual se fija el régimen 
pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública: 
 

ARTÍCULO 7°. Cómputo de tiempo de servicio. Para efectos de la asignación de 
retiro o pensión de sobrevivientes, el Ministerio de Defensa Nacional y la Dirección 
General de la Policía Nacional, liquidarán el tiempo de servicio, así: 
 
7.1 Oficiales, Suboficiales, Nivel Ejecutivo y Agentes, el tiempo de permanencia 
en la respectiva escuela de formación, sin que pueda sobrepasar de dos (2) años. 
 
7.2 Soldados profesionales, el tiempo de permanencia como alumno de la escuela 
de formación, con un máximo de seis (6) meses. 
 
7.3 El tiempo de servicio militar obligatorio en cualquiera de las modalidades 
establecidas por ley. 
 



 

 

7.4 El tiempo como soldado voluntario. 
 
7.5 Tres meses de alta que se entienden como de servicio activo. 
 
7.6 EL TIEMPO PRESTADO COMO UNIFORMADO EN LAS EXTINGUIDAS 
POLICÍAS DEPARTAMENTALES O MUNICIPALES, SIEMPRE Y CUANDO EL 
UNIFORMADO POLICIAL REALICE EL APORTE CORRESPONDIENTE A 
DICHO PERÍODO A LA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL, DE ACUERDO CON LAS NORMAS DEL PRESENTE DECRETO. 
 
7.7 El tiempo de servicio como Oficial, Suboficial, miembro del Nivel Ejecutivo, 
Agente, o Soldado Profesional, computando 365 días por año de servicio. 

 
De acuerdo a lo anterior, el presente decreto determina los aportes que se realizaron a 
la caja de sueldos de retiro de la Policía Nacional, como lo estipula el numeral 7.6 del 
presente articulo, recursos que no fueron aportados a la entidad, durante el proceso que 
el accionante aporto como civil al Ejercito Nacional.  
 
Por otra parte, de acuerdo a la información registrada en la hoja de servicios No. 3265679 
de la Policía Nacional, donde informa una suspensión penal, el parágrafo del Articulo 7 
del Decreto 4433 del 2004 informa lo siguiente:  
 
PARÁGRAFO. EL TIEMPO DE CONDENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD PERSONAL, 
DECRETADA POR LA JUSTICIA PENAL MILITAR O POR LA ORDINARIA, O DE 
SEPARACIÓN TEMPORAL, NO SE COMPUTARÁ COMO TIEMPO DE SERVICIO. 
SITUACIÓN, QUE PARA LAS PRETENSIONES PRESENTADAS POR LA PARTE 
ACCIONANTE, ES IMPORTANTE TENER PRESENTE, POR LO EXPUESTO EN EL 
DECRETO.  
 

Articulo 3 Numeral 3.1. de la Ley 923 del 2004, Artículo 3°. Elementos mínimos. El 
régimen de asignación de retiro, la pensión de invalidez y sus sustituciones, la 
pensión de sobrevivientes, y los reajustes de estas, correspondientes a los 
miembros de la Fuerza Pública, que sea fijado por el Gobierno Nacional, tendrá en 
cuenta como mínimo los siguientes elementos  
 
3.1 “El derecho a la asignación de retiro para los miembros de la Fuerza Pública 
se fijará exclusivamente teniendo en cuenta el tiempo de formación, el de servicio 
y/o el aportado…”  

 
ARTÍCULO 9°. Cómputo de tiempo adicional para civiles escalafonados. A los 
civiles escalafonados o que se escalafonen como Oficiales o Suboficiales del 
Cuerpo Administrativo o del Cuerpo de la Justicia Penal Militar de las Fuerzas 
Militares, o como Oficiales o Suboficiales del Cuerpo Administrativo, de Vigilancia 
o de la especialidad de Justicia Penal Militar de la Policía, o como miembro del 
Nivel Ejecutivo del cuerpo profesional o administrativo de la Policía Nacional, para 
efectos de la asignación de retiro y la pensión de sobrevivientes, se les computará 
el lapso durante el cual hayan servido como empleados civiles de tiempo completo 
en el ramo de la Defensa Nacional, siempre y cuando el miembro de la Fuerza 
Pública realice el aporte correspondiente a dicho período a la Caja de Retiro de 
las Fuerzas Militares o a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, de 
acuerdo con las normas del presente Decreto. 
 
El artículo 7° de la norma antes descrita define en qué situaciones se hace el 
cómputo de tiempo de servicio y no se encuentra reglamentado el tiempo laborado 
en otras entidades del Estado, lo que imposibilita que la POLICIA NACIONAL haga 
reconocimientos fuera del marco del Decreto 4433/2004. 



 

 

Lo que es evidente, como en los varios comunicados dados por la entidad – Policía 
nacional, que el actor no se le computaron los tiempos en atención, a la norma 
citada con anterioridad, y así mismo, desde tal tiempo, nunca demostró que fue 
exonerado o absuelto sino la acción penal fue extinguida por prescripción, razón 
por la cual, no le asiste derecho al actor en concordancia con la ley. 

 
 
CADUCIDAD DE LA ACCIÓN  
 
De acuerdo a lo anterior, me permito manifestar que en cuanto al Medio de Control 
Impetrado, la ley establece los siguiente: 
 
Artículo 138. Nulidad y restablecimiento del derecho. Toda persona que se crea 
lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se 
declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le 
restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad 
procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo 
anterior. 
 
Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el 
restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la 
reparación del daño o causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la 
demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su 
publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, 
el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel. 
 
Adicionalmente me permito transcribir la literalidad de la norma que establece el termino 
con el que cuenta la persona que pretenda la demanda invocando el medio de control de 
Nulidad y el Restablecimiento del derecho que establece los siguiente: 
 
Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá 
presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al 
de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según 
el caso, salvo las excepciones establecidas en otras disposiciones legales; 
 
Como lo establece la norma antes mencionada, el hoy demandante si pretendía la 
nulidad y el restablecimiento del derecho, contaba con un término de 4 meses a 
partir de la notificación de la resolución que confirmo la decisión inicial toda vez 
que no era susceptible de más recursos, la cual se llevó a cabo el 31/10/2000, es 
decir que el actor tenia hasta el día  02 de Marzo del 2001 para presentar la solicitud 
de conciliación, revisado el material que ni siquiera fue presentada, es decir que en 
el presente caso fue presentada extemporáneamente, lo que me lleva a concluir 
que se presenta el fenómeno de CADUCIDAD del Medio de Control, toda vez que 
se presentó en fecha posterior al vencimiento del término establecido por la ley 
para iniciar el proceso de Nulidad y restablecimiento del Derecho. 
 
FALTA DE REQUISITOS PREVIOS PARA INICIAR PROCESO  
 
ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 
demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes 
casos: 



 

 

 
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación 
extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que 
se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
 
<Inciso modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el 
siguiente:> El requisito de procedibilidad será facultativo en los asuntos laborales, 
pensionales, en los procesos ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 
de 2012, en los procesos en que el demandante pida medidas cautelares de 
carácter patrimonial, en relación con el medio de control de repetición o cuando 
quien demande sea una entidad pública. En los demás asuntos podrá adelantarse 
la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre expresamente 
prohibida. 
 
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios 
ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación. 
 
2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán 
haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren 
obligatorios. El silencio negativo en relación con la primera petición permitirá 
demandar directamente el acto presunto. 
 
Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los 
recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral. 
 
3. Cuando se pretenda el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley 
o de un acto administrativo, se requiere la constitución en renuencia de la 
demandada en los términos del artículo 8o de la Ley 393 de 1997. 
 
4. Cuando se pretenda la protección de derechos e intereses colectivos se deberá 
efectuar la reclamación prevista en el artículo 144 de este Código. 
 
5. Cuando el Estado pretenda recuperar lo pagado por una condena, conciliación 
u otra forma de terminación de un conflicto, se requiere que previamente haya 
realizado dicho pago. 

 
Es claro que, en el presente caso, no fue adecuado la presentación de la demanda bajo 
los requisitos establecidos en el CPACA. 
 

II. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
Su señoría y se realiza la siguiente síntesis ya que una vez leído el acápite de los hechos 
el apoderado lo único que hace es un copy paste del oficio y no determina ni la relevancia 
de la demanda y mucho menos realiza un análisis jurídico desde la falla en el servicio, lo 
que deja entre ver las incoherencias de la demanda como su pétitum. 
 
De igual manera, es menester precisar que el Director General de la institución, mediante 

Resolución No.  6239 del  05  de  octubre de  1977,  suspendió en  el ejercicio de  

funciones y atribuciones al Agente Rafael Antonio Reina  (hoy retirado) como quiera que 

el Juzgado 65 de Instrucción Criminal de Bogotá, profirió en su contra auto de detención 

por el delito  de robo,  en virtud de lo estipulado en el artículo 35 del Decreto 609 de 

19771,  el cual precisa: 

"(...) Artículo  35. Suspensión.   Cuando  por   autoridad  competente  se solicita  la 

suspensión en el ejercicio de sus funciones y atribuciones de un Agente de la 



 

 

Policía,  esta se dispondrá por resolución de la Dirección General de la Policía 

Nacional.  (.. .) " 

 

Lo anterior,  en concordancia con lo dispuesto en el artículo 525,  parágrafo  1  del Decreto 

250 de  1958 "Código de Justicia Penal Militar" de la época,  que a la letra indicaba: 

 

"(. . .) Los militares y los empleados civiles con categoría de Oficial al servicio de 

las  Fuerzas  Armadas,  suspendidos  en  el  ejercicio de  sus funciones  y 

atribuciones solo  devengaran mientras dura la suspensión la mitad de sus sueldo 

y sus demás asignaciones, pero si son absueltos,  o se les favorece con un 

sobreseimiento definitivo,  o se ordena para ellos la cesación de procedimiento, la 

mitad descontada deberá pagárseles.  (. . .)   

 

Con  base  a  /as  disposiciones  legales  arriba  trascritas,  la  Resolución  No.   6239  del  

05  de octubre de  1977, estableció: 

 

"(. ..)  ARTICULO 1o.  Con fecha 5 de octubre de 1977, suspéndase en el ejercicio   

de funciones   y atribuciones   al   Agente   conductor   RAFAEL ARMANDO   

REINA,   de   la   Rama  Administrativa,   Sección   Transportes, quedando detenido 

en los cuarteles de la lll- Estación y a órdenes del Juzgado 65 de Instrucción 

Criminal, de Bogotá, zona Fontibón 

 

De igual manera, a través de Resolución No.5456  del  21  de  septiembre  de  1981,  se 

restableció en el ejercicio de funciones y atribuciones,  a partir del 08 de septiembre  de 

1981, toda vez que el Tribunal Superior del Distrito Judicial de  Bogotá - Sala  Penal,  

concedió  al Agente  Rafael Antonio  Reina  (hoy  retirado)  el  beneficio  de  la  libertad  

provisional,  acto administrativo que ordeno. 

Así las cosas, es imperativo resaltar que la normatividad antes referenciada  establecía 

que la devolución   del  porcentaje   descontado   únicamente   era   procedente   cuando   

el  policial suspendido  fuese absuelto, favorecido con sobreseimiento definitivo o 

cesación del procedimiento, situación que no se evidencia  en la respectiva historia 

laboral, por tal razón, resulto necesario  constatar el Gestor de Contenidos Policiales -

GECOP-, para tener certeza frente a la ausencia del mismo, ya que tampoco fue allegado 

en el derecho de petición  objeto de la presente respuesta. 

Ahora   bien, en   relación   con   su  primer  requerimiento   consistente   la  aplicación   

de  la prescripción  de la  acción  penal frente  a la  causa  llevada por el  Juzgado  65 de  

Instrucción Criminal de Bogotá; al respecto me permito informar al presente,  que esta 

figura jurídica es una institución  de orden  público,  en  virtud  de la  cual  el  Estado  cesa  

su potestad  punitiva  "ius puniendi" por el cumplimiento del término señalado en la 

respectiva Ley. 

Dicho fenómeno ocurre cuando los operadores jurídicos dejan vencer el plazo señalado 

por el legislador para el ejercicio de la acción punitiva del Estado, sin haber adelantado 

las gestiones necesarias tendientes  a  determinar la  responsabilidad  del  infractor  de  

la  ley  penal,   en consecuencia   de  lo   antedicho,   se  establece   que  la   Policía  

Nacional  no  es  la   entidad competente para efecto de resolver lo incoado. 



 

 

III. RAZONES DE DEFENSA 
 
 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
 
No obstante, lo anterior, y frente al requerimiento primigenio es importante traer a este 
escenario la normatividad que determina la procedencia de computar otros lapsos como 
tiempo de servicio, para tal fin se referenciará apartes del Decreto 4433 de 2004 “Por 
medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de 
la Fuerza Pública”, así: 
 

“ARTÍCULO 7°. Cómputo de tiempo de servicio. Para efectos de la 
asignación de retiro o pensión de sobrevivientes, el Ministerio de Defensa 
Nacional y la Dirección General de la Policía Nacional, liquidarán el 
tiempo de servicio, así: 

7.1 Oficiales, Suboficiales, Nivel Ejecutivo y Agentes, el tiempo de 
permanencia en la respectiva escuela de formación, sin que pueda 
sobrepasar de dos (2) años. 

7.2 Soldados profesionales, el tiempo de permanencia como alumno de 
la escuela de formación, con un máximo de seis (6) meses. 

7.3 El tiempo de servicio militar obligatorio en cualquiera de las 
modalidades establecidas por ley. 

7.4 El tiempo como soldado voluntario. 

7.5 Tres meses de alta que se entienden como de servicio activo. 

7.6 El tiempo prestado como uniformado en las extinguidas Policías 
Departamentales o Municipales, siempre y cuando el uniformado policial 
realice el aporte correspondiente a dicho período a la Caja de Sueldos 
de Retiro de la Policía Nacional, de acuerdo con las normas del presente 
Decreto. 

7.7 El tiempo de servicio como Oficial, Suboficial, miembro del Nivel 
Ejecutivo, Agente, o Soldado Profesional, computando 365 días por año 
de servicio. 

… 

ARTÍCULO 9°. Cómputo de tiempo adicional para civiles 
escalafonados. A los civiles escalafonados o que se escalafonen como 
Oficiales o Suboficiales del Cuerpo Administrativo o del Cuerpo de la 
Justicia Penal Militar de las Fuerzas Militares, o como Oficiales o 
Suboficiales del Cuerpo Administrativo, de Vigilancia o de la especialidad 
de Justicia Penal Militar de la Policía, o como miembro del Nivel Ejecutivo 
del cuerpo profesional o administrativo de la Policía Nacional, para 
efectos de la asignación de retiro y la pensión de sobrevivientes, se les 
computará el lapso durante el cual hayan servido como empleados civiles 
de tiempo completo en el ramo de la Defensa Nacional, siempre y cuando 
el miembro de la Fuerza Pública realice el aporte correspondiente a dicho 
período a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares o a la Caja de Sueldos 
de Retiro de la Policía Nacional, de acuerdo con las normas del presente 
Decreto. 

Sea lo primero indicar que el artículo 7 de la norma en cita, es claro al determinar los 
eventos que podrán ser tenidos en cuenta con el fin de ser computados como tiempos de 
servicio para efectos de asignación de retiro, entre los que no se encuentra aquellos 



 

 

laborados en otras entidades del Estado, circunstancia que a prima fase imposibilita lo 
inquirido. 
 
De igual manera, es menester precisar que el Director General de la institución, mediante 

Resolución No.  6239 del  05  de  octubre de  1977,  suspendió en  el ejercicio de  

funciones y atribuciones al Agente Rafael Antonio Reina  (hoy retirado) como quiera que 

el Juzgado 65 de Instrucción Criminal de Bogotá, profirió en su contra auto de detención 

por el delito  de robo,  en virtud de lo estipulado en el artículo 35 del Decreto 609 de 

19771,  el cual precisa: 

"(...) Artículo  35. Suspensión.   Cuando  por   autoridad  competente  se solicita  la 

suspensión en el ejercicio de sus funciones y atribuciones de un Agente de la 

Policía,  esta se dispondrá por resolución de la Dirección General de la Policía 

Nacional.  (.. .) " 

Lo anterior,  en concordancia con lo dispuesto en el artículo 525,  parágrafo  1  del Decreto 

250 de  1958 "Código de Justicia Penal Militar" de la época,  que a la letra indicaba: 

"(. . .) Los militares y los empleados civiles con categoría de Oficial al servicio de 

las  Fuerzas  Armadas,  suspendidos  en  el  ejercicio de  sus funciones  y 

atribuciones solo  devengaran mientras dura la suspensión la mitad de sus sueldo 

y sus demás asignaciones, pero si son absueltos,  o se les favorece con un 

sobreseimiento definitivo,  o se ordena para ellos la cesación de procedimiento, la 

mitad descontada deberá pagárseles.  (. . .)   

Con  base  a  /as  disposiciones  legales  arriba  trascritas,  la  Resolución  No.   6239  del  

05  de octubre de  1977, estableció: 

"(. ..)  ARTICULO 1o.  Con fecha 5 de octubre de 1977, suspéndase en el ejercicio   

de funciones   y atribuciones   al   Agente   conductor   RAFAEL ARMANDO   

REINA,   de   la   Rama  Administrativa,   Sección   Transportes, quedando detenido 

en los cuarteles de la lll- Estación y a órdenes del Juzgado 65 de Instrucción 

Criminal, de Bogotá, zona Fontibón 

De igual manera, a través de Resolución No.5456  del  21  de  septiembre  de  1981,  se 

restableció en el ejercicio de funciones y atribuciones,  a partir del 08 de septiembre  de 

1981, toda vez que el Tribunal Superior del Distrito Judicial de  Bogotá - Sala  Penal,  

concedió  al Agente  Rafael Antonio  Reina  (hoy  retirado)  el  beneficio  de  la  libertad  

provisional,  acto administrativo que ordeno. 

Así las cosas, es imperativo resaltar que la normatividad antes referenciada  establecía 

que la devolución   del  porcentaje   descontado   únicamente   era   procedente   cuando   

el  policial suspendido  fuese absuelto, favorecido con sobreseimiento definitivo o 

cesación del procedimiento, situación que no se evidencia  en la respectiva historia 

laboral, por tal razón, resulto necesario  constatar el Gestor de Contenidos Policiales -

GECOP-, para tener certeza frente a la ausencia del mismo, ya que tampoco fue allegado 

en el derecho de petición  objeto de la presente respuesta. 

 

Por otra parte, de acuerdo a la información registrada en la hoja de servicios No. 3265679 
de la Policía Nacional, donde informa una suspensión penal, el parágrafo del Articulo 7 
del Decreto 4433 del 2004 informa lo siguiente:  
 
PARÁGRAFO. EL TIEMPO DE CONDENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD PERSONAL, 
DECRETADA POR LA JUSTICIA PENAL MILITAR O POR LA ORDINARIA, O DE 
SEPARACIÓN TEMPORAL, NO SE COMPUTARÁ COMO TIEMPO DE SERVICIO. 



 

 

SITUACIÓN, QUE PARA LAS PRETENSIONES PRESENTADAS POR LA PARTE 
ACCIONANTE, ES IMPORTANTE TENER PRESENTE, POR LO EXPUESTO EN EL 
DECRETO.  
 

Articulo 3 Numeral 3.1. de la Ley 923 del 2004, Artículo 3°. Elementos mínimos. El 
régimen de asignación de retiro, la pensión de invalidez y sus sustituciones, la 
pensión de sobrevivientes, y los reajustes de estas, correspondientes a los 
miembros de la Fuerza Pública, que sea fijado por el Gobierno Nacional, tendrá en 
cuenta como mínimo los siguientes elementos  
 
3.1 “El derecho a la asignación de retiro para los miembros de la Fuerza Pública 
se fijará exclusivamente teniendo en cuenta el tiempo de formación, el de servicio 
y/o el aportado…”  

Ahora   bien, en   relación   con   la 

pretensiones y la situación fáctica descrita 

consistente   la  aplicación   de  la 

prescripción  de la  acción  penal frente  a la  

causa  llevada por el  Juzgado  65 de  

Instrucción Criminal de Bogotá; al respecto 

me permito informar al presente,  que esta 

figura jurídica es una institución  de orden  

público,  en  virtud  de la  cual  el  Estado  cesa  

su potestad  punitiva  "ius puniendi" por el 

cumplimiento del término señalado en la 

respectiva Ley. 

 

Dicho fenómeno ocurre cuando los 

operadores jurídicos dejan vencer el plazo 

señalado por el legislador para el ejercicio de 

la acción punitiva del Estado, sin haber 

adelantado las gestiones necesarias 

tendientes  a  determinar la  responsabilidad  

del  infractor  de  la  ley  penal,   en 

consecuencia   de  lo   antedicho,   se  



 

 

establece   que  la   Policía  Nacional  no  es  

la   entidad competente para efecto de 

resolver lo incoado. 

 
ELEMENTOS DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO 
 
Los elementos de la responsabilidad del Estado están plenamente establecidos, ellos son 
tres, el hecho generador, el daño causado y el nexo de causalidad, que al no cumplirse 
uno de ellos, no puede imputársele responsabilidad a la entidad demandada. 
 
Para el caso en concreto al realizar el análisis del cumplimiento de estos elementos 
se puede establecer que del mismo argumento del actor donde infiere que el daño 
se presume y no debe demostrarlo, quiere decir que el daño no se encuentra 
probado dentro del proceso, por ende, se desconfiguran estos elementos por la 
inexistencia del daño y no hay lugar a responsabilizar a la entidad.   
 
Es de precisar, que en primer lugar y conforme lo establecido en el Artículo 218 de la 
Constitución Política, la Fuerza Pública - Policía Nacional tiene un régimen de carrera, 
prestacional y disciplinario ESPECIAL, es decir, que desde la misma constitución las 
normas aplicables son autorizadas por la carta magna, así: 
 
ARTICULO 218. La ley organizará el cuerpo de Policía. La Policía Nacional es un cuerpo 
armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial es el 
mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y 
libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz. 
 
Por lo anterior, no es dable lo manifestado por el honorable jurista, al indicar que a su 
prohijado se le vulnero una serie de postulados constitucionales, con las pocas pruebas 
allegadas al plenario, y aun, cuando no presenta en los hechos de la demanda ningún 
tipo de argumentación con el fin de controvertir lo manifestado como es violación del 
debido proceso. 

 
La Constitución Política de Colombia, facultad a la Policía Nacional, para que desarrolle 
su normatividad interna, es así que se dispone de las oficinas de Control Disciplinario 
Interno, quienes son las encargadas de estudiar las posibles faltas que puedan están 
inmersos los policiales en sus actuaciones, sin que hasta el momento se hubiese 
desbordado la facultad que tiene el mando institucional en realizar esta clase de actos. 
 
LEGALIDAD DE LAS DECISIONES  

 
Los actos administrativos que se expiden se ajustan al ordenamiento jurídico, por esa 
razón en términos generales, una vez publicados y/o notificados dichos actos, éstos se 
presume que son legales. No podría ser de otra manera, sería imposible administrar el 
Estado, si desde su expedición se pudieran incumplir las órdenes de las autoridades 
alegando que no son válidas.  
 
Y, aunque esa presunción admite prueba en contrario, no es la administración quien debe 
encargarse de desvirtuar su legalidad de su propio acto, sería un contradictorio jurídico 
dudar de sus propias decisiones, es a la parte demandante quien deberá denostar la 
posible trasgresión, sin embargo para el presente caso no se aportan prueba que 
exponga algún tipo de ilegalidad de los actos expedidos con relación al actor 
 



 

 

El concepto de violación en este tipo de asuntos es tan trascendental que la declaratoria 
de Nulidad de un acto, como el que aquí se ataca, debe cimentarse en razones de hecho 
y de derechos irrefutables y no en suposiciones o presunciones que del extenso texto de 
la demanda brillan en su ausencia, desconociéndose bajo qué argumentos pretende 
desestimar el acto. 
 
EXCEPCIONES PREVIAS 
 
CADUCIDAD DE LA ACCIÓN  
 
De acuerdo a lo anterior, me permito manifestar que en cuanto al Medio de Control 
Impetrado, la ley establece los siguiente: 
 
Artículo 138. Nulidad y restablecimiento del derecho. Toda persona que se crea 
lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se 
declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le 
restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad 
procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo 
anterior. 
 
Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el 
restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la 
reparación del dañZX o causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la 
demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su 
publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, 
el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel. 
 
Adicionalmente me permito transcribir la literalidad de la norma que establece el termino 
con el que cuenta la persona que pretenda la demanda invocando el medio de control de 
Nulidad y el Restablecimiento del derecho que establece los siguiente: 
 
Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá 
presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al 
de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según 
el caso, salvo las excepciones establecidas en otras disposiciones legales; 
 
FALTA DE REQUISITOS PREVIOS PARA INICIAR PROCESO  
 
ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 
demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes 
casos: 
 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación 
extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que 
se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
 
<Inciso modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el 
siguiente:> El requisito de procedibilidad será facultativo en los asuntos laborales, 
pensionales, en los procesos ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 
de 2012, en los procesos en que el demandante pida medidas cautelares de 



 

 

carácter patrimonial, en relación con el medio de control de repetición o cuando 
quien demande sea una entidad pública. En los demás asuntos podrá adelantarse 
la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre expresamente 
prohibida. 
 
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios 
ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación. 
 
2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán 
haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren 
obligatorios. El silencio negativo en relación con la primera petición permitirá 
demandar directamente el acto presunto. 
 
Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los 
recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral. 
 
3. Cuando se pretenda el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley 
o de un acto administrativo, se requiere la constitución en renuencia de la 
demandada en los términos del artículo 8o de la Ley 393 de 1997. 
 
4. Cuando se pretenda la protección de derechos e intereses colectivos se deberá 
efectuar la reclamación prevista en el artículo 144 de este Código. 
 
5. Cuando el Estado pretenda recuperar lo pagado por una condena, conciliación 
u otra forma de terminación de un conflicto, se requiere que previamente haya 
realizado dicho pago. 

 
Es claro que, en el presente caso, no fue adecuado la presentación de la demanda bajo 
los requisitos establecidos en el CPACA. 
 
 

V. PRUEBAS: 
 
Su señoría, me permito anexar a la presente demanda los siguientes documentales, con 
el fin de que sean estudiadas y analizadas por su señoría: 
 

1. Comunicaciones Oficiales donde tratan cada una de las respuestas sobre la 
petición del mismo. 

 
 

VI. ANEXOS 
 
Con todo respeto, solicito al señor Juez de la República, tener como pruebas las allegas 
al proceso por la parte demandante, siempre y cuando sean beneficias para mi defendida.  
 
 

VII. PERSONERIA 
 
 
Solicito al señor Juez de la República, por favor se sirva reconocerme personería de 
acuerdo al poder otorgado por el señor Secretario General de la Policía Nacional. 
 
 
 
 
 



 

 

VIII. NOTIFICACIONES 
 
Se reciben en la Carrera 59 número 26- 21 CAN, correo electrónico: 
decun.notificacion@policia.gov.co, en Bogotá D.C. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
SAIRA CAROLINA OSPINA GUTIERREZ 
CC. 38.211.036 de Ibagué - Tolima  
T.P. 170.902 del C.S.J 
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Honorable  
JUZGADO DIECISÉIS (16) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ 
E. S. D. 
 

 
REF. ACCION: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: RAFAEL ANTONIO REINA 
DEMANDADO: MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL 
PROCESO No: 11001333501620210001300 

 
Coronel HERNÁN ALONSO MENESES GELVES, mayor de edad identificado con la cédula de 
ciudadanía No 88.157.477 expedida en Pamplona - Norte de Santander, en mi condición de 
Secretario General de la Policía Nacional (E) y en ejercicio de las facultades legales conferidas 
mediante Resolución número 3969 del 30 de noviembre 2006 y orden administrativa de personal 
No. 22-234 del 22 de agosto de 2022, otorgo Poder Especial amplio y suficiente a la Doctora 
SAIRA CAROLINA OSPINA GUTIERREZ, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
38.211.036 de Ibagué, portadora de la Tarjeta Profesional No. 170.902 del Consejo Superior de 
la Judicatura, para que represente judicialmente a la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL - POLICÍA NACIONAL, dentro del proceso de la referencia y lleve a cabo todas las 
gestiones legales en procura de la defensa de los intereses de la Entidad. 
 
La apoderada, queda plenamente facultada para ejercer todas las actuaciones necesarias para 
la defensa de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, en especial para 
sustituir, reasumir, recibir, desistir, ejercer todas las facultades inherentes a la defensa de los 
intereses de la Institución y conciliar de conformidad a lo establecido en la Ley 1395 de 2010 y 
1437 de 2011, de acuerdo a los parámetros establecidos por el Comité de Conciliación y Defensa 
Judicial del Ministerio de Defensa y de la Policía Nacional, y para ejecutar todas las actuaciones 
necesarias tendientes a la defensa de los intereses de la Policía Nacional, de conformidad con 
el artículo 77 del Código General del Proceso. 
 
La notificación del poderdante y de la apoderada deberán surtirse en la Carrera 59 No. 26 – 21 
CAN, Bogotá, y a los correos electrónicos: decun.notificacion@policia.gov.co y 
saira.ospina@correo.policia.gov.co  
 
Sírvase en consecuencia reconocerle personería. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 

Coronel HERNÁN ALONSO MENESES GELVES 
Secretario General Policía Nacional (E) 

 
Acepto,                            
 
 
 

SAIRA CAROLINA OSPINA GUTIERREZ 
C. de C. No. 38.211.036 de Ibagué 

T.P. No. 170.902 del Consejo Superior de la Judicatura 
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